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1 

La Sala Administrativa de la Honorable Suprema Corte de Justicia de 
la N ación, al aborda,r el estudio, desde los primeros días de su actuación, 
del primer caso de amparo en materia agraria, sustentó la doctrina de que 
el juicio de amparo contra actos administrativos sólo procede cuando éstos 
tienen el carácter de definitivos; es decir, cuando contra ellos se hubiesen 
agotado los recursos administrativos o contenciosos que el estatuto legal 
del acto confi,era ,expresamente para su revisión y posible revocación en eil 
orden común. 

La Sala estimó, substancialmente, al emitir aquella doctrina, que el 
juicio de amparo no había sido instituído como un recuJ>so ordinario más 
contra los actos de autoridad producidos dentro de estatato legal, sino 
eseRciaimente como un juicio constitucional contra dichos actos, cuando 
ellos no pudiesen ser revocados por el ejercicio de algún derecho lega!} dentro 
del mismo estatuto; y juzgó que, rlándose por ley recurso administrativo 
o contencioso para la revisión y posible revocación del acto, debía agotarse, 
toda vez que obtenida la revocación, el acto quedaba sin efecto, reparado 
todo derecho, y sin motivo el juicio de garantías. Examinó igualmente, 
si este criterio expresamente adoptado por el Constituyente en los amparos 
contra actos judiciales, podía también ser llevado a los amparos contra actos 
administrativos sin violación de 1a Ley Constitucional; y encontrando que 
e'l mencionado crirberio, aunque expresamente adoptado por el legi&lador 
en aquellos a:suntos, no constaba haberlo hecho por vía de .excepción, ju:lJgó 
asimismo que nada ,ge oponía legalmente para su adopción en los ca.sos 
administrativOIS, máxime no habiendo prohibición legal para ello, y, confor­
me al más elemental principio de interpretación jurídica, donde existe la 
misma razón legal debe existir la misma disposición •de derecho. 

Se objeta que tail doctrina sería legal :si la ley expre1samente la con.., · 
sagrara ; pero tal argumento carece lógicamente de fuerza; la tendría segu­
ramente si se partiera del principio de que la Corte no tiene :Dacwtad para 
interpretar las leyes que norman sus actos, ni menos para resolver los 
casos de .su competencia conforme a esa interpretación. Mientras la Corte 
tenga la facultad de interpreta:r las leyes constitucionales, y sea la única 
intérprete legítima de nuestra Ley Suprema, es ind1scutible que en ejer-
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cicio de esa facultad legitima ha podido establooer válidamente, como ema­
nada d:el espíritu de dichas ~eyes, la doctrina sustentada. 

La cuestión a resolver en el caso es, no si tales o cuales argumentos, 
en que la doctrina se sustenta o puede sustentarse, son o no son buenos; 
pues siempre ·se encontrará malo todo argumento que esté en pugna con los 
inteveses, los prejuicios, el hábito mental, de quien lo examina, por aquella 
natural propensión del espíritu humano que sólo encuentra bueno y verda­
dero 1lo que sirve -el interés, pasión o estructura mental que conforma el 
espíritu, y que nos induce a juzgar de las cosas, no por lo que son en sí 
mismaJs, sino por lo ·que nos afectan, a tal punto que la verdad y la utiHdad 
llegan a ser una misma para nosotros ; sino si la jurisprudencia impugnada. 
conviene o no a la evolución jurídica del País; si ha permitido o no al Estado 
dar cumplida satisfacción al programa que entmña el derecho nuevo con­
signado en la Ley Suprema; si constituye o no, efectivamente, una renova­
ción necesaria en el funcionamiento del derecho; y si, finalmente, contribuye 
a perfeccionar y a hacer más efectivo y práctico el juicio de gro-antias, ci­
ñéndolo a su veroadera función constitucional y desembarazándolo de los 
abusos que estorban :au marcha y tienden a anquil()sarlo y convertirlo en 
institución inútil. 

Es claro que la actitud mental que adoptan algunas gentes, por defi­
ciencia de la facultad razonadora, o, lo que es peor aún, por sistemática 
oposición irracional, contra ideas o doctrinas nuevas que alteran sus con­
cepciones hahituaA.es, y ésto es lo que ocurre con la jurilsprudencia de la 
Sala , es cómoda, porque a nada obliga, y suele pasar ante los necios por 
postura de ·sa:bios; pero, cuando se trata de depurar doctrinas científicas, 
la sola actitud naJda prueba si no se sustenta en un puñado de verdades 
indi·scutilbles. 

Y a Arnauld, el célebre filósofo de Port Royal, hacia observar con 
profunda verdad, que si se examina con cuidado a qué se debe que los hom­
bres se ad1hreran a una opinión más que a otra, se encontrará que el vínculo 
no es la penetración de la verdad y la fuerza de la razón, sino alguna consi­
deración de amor propio, de .interés o de pasión ; y el interés nos inducirá 
siempre a creer, como sostiene diCho filósofo, cierto y verdadero todo lo 
que favorezca a nuestros intereses, y malo lo que se le oponga; resolvién­
dose así, a la postre, toda discusión jurídica en una mera e~posición de cri­
terios personales, con la pretensión cada quien, aunque sin razón ni derecho 
para ello, de que el suyo es el mejor y que es el que debe servir en ei caso 
para resolver la cuestión debatida; cuando, constibucionalmente, ·er único 
eriterio 'que puede .servir legallmente para resolver los casos de amparo, 
---<eciñéndonos al caso del debate , es el de •los señores Ministros de la 
Suprema Corte, a quienes por ley compete el conocimiento y rnsoluc.ión de 
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tales asuntos, y únicos a quienes el Constituyente creyó conveniente, para 
el orden público, encomendar la función esencial de intérpretes supremos 
de la Constitución Federal y de las leyes secundarias. 

Tal es, en síntesis, la doctrina jurídica que tan enconados ataques ha 
encontrado en ciertos sectores de la ideología contraria a la de la revolución. 
El origen de tales ataques proviene, sin druda alguna, de que se cree llegada 
la hora de la reacción en los métodos, procedimientos y programas del orden 
jurídico emanados de la propia revolución; de que es llegado el momento 
de que se nulifique la obra agraria del Gobierno, estimándose caren:te de 
sinceridad; de que se vuelva al puro régimen burgués en ma•teria de tra­
bajo, y de que se borren, en una palabra, las conquistas derl derecho nuevo. 
A este particular, es notoriam~mte engañosa la terminología que usan los 
representativos del orden antiguo para creer llegada su hora d.oe volver a 
gobernar el País con sus ideas y prejuicios jurídicos. Parten, naturalmente, 
de la experiencia adquirida en nuestro medio sobre que las revoluciones 
aca;ban en la más pura reacción, y que, sin necesidad de emprender reformas 
constitucionales que alar.men la opinión pública, puede volverse al antiguo 
régimen jurídico y político que imperó en el País hasta antes die la revo­
lución, con ·solo la aplicación de los prejuicios, ideas y hábitos mentales que 
preconizan, a la interpretación del derecho nuevo. Y es singularmente ca­
racterístico hacer notar que, mientras juzgaron que el Gobierno se encon­
traba en manos firmes revolucionarias, guardaron silencio en cuanto a las 
doctrinas de renovación jurídica, atenta.-; las necesidades de cimentación del 
nuevo derecho, sustentadas por la Sala; pero en cuanto s·e enteraron del 
sincero propósito del Gobierno de dar mayor impulso al período reconstrruc­
tivo iniciado en los gobiernos revolucionarios anteriores, han crerdo llegado 
su momento de arre!ll€ter contra toda obra revolucionada, y de emprender 
un tendencioso y sistemático ataque contra toda tesis jurídica que tienda a 
encauzar e incorporar definitivamente en nuestros hábitos jurídicos el de­
recho nuevo; no sin engañarse a sí mismos con que la reconstruceión implica 
la devolución de las tierras de los campesinos a los terratenientes, la vuelta 
del obrero al régimen feudal de producción, y la del reinado del derecho 
de las clases secularmente privilegiadas como regla de conducta jurídica. 

Hay en todo ·esto un notorio~engaño; el Gobierno actual es la continua­
ción de los gobiernos revolucionarios anteriores, y su programa, :según ha 
declarado, es el mismo que ·el de los gobiernos radica:Ies que le precedieron; 
la obra agraria, según reiteradas declaraciones del .propio Gobierno, con­
tinuará hasta la total solución de este problema nacional; todavía se crean 
centros de población agrícola, en beneficio de las poblaciones campesinas, 
ocupándose las propiedades de los particulares; el ac.tua:I Gobierno se ha 
mostrado siempre respetuoso del derecho de las clases que representan las 
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nuevas fuerzas que están ·determinando una evolución en la estructura del 
Estado ; y ni el dei~echo obrero ni el campesino podrán ser borrados tan 
fácilmente del régimen político actual sin provocar violentas agitaciones 
sociales; y todo hace creer, finalmente, que México continuará su evolución 
jurídica hasta crear definitivamente y completar el derecho nuevo, y que 
reconstrucción significa, en el lenguaje del Gobierno, orden, progreso, paz, 
respeto y consolidación de los derechos conquistados por las C<la:ses funda­
mentales de la sociedad, y no reaoción, ni vuelta al pasado, ni a los viejos 
regímenes j urí<dico-'pol1ticos, definitivamente arrinconados por la re­
volución , como tan infanti1mente se pretende creer. 

Es innegable que toda lucha de ideas constituy·e parte de ila pugna 
siempre ex~stente ·entre ~1 pasado y el porvenir, entre la reacción y la re­
volución, entre las viejas ideas que gobernaron y las que el mundo va ela­
borando en ·su evolución. Nada muere sin lucha; eso ya Io sabemos; pero 
también sabemos que la;s ideas caminan en <el mundo y siguen BU ritmo y 
su ciclo; que tienen sus altas y sus bajas; pero que, finalmente, a través 
de la línea sinuosa del progreso, a:lca:nzan su predominio, gobiernan al mun­
do por algún tiempo, y pasan definitivamente a la historia, cediendo su 
puesto a nueva~s ideas, siempre en gestación en la evolución general del 
espíritu, sin que jamás puedan volver a ejercer el dominio que tuvieron. 
Particulai'Illente en México, ia historia de la ev~ución de las ideas acusa 
eclipses; bastaría recordar, en 1a materia que nos ocupa, el pro~eso que 
úguió la evolución <de la doctrina que admitía el juicio de amparo contra 
actos de autoridades judidales, en que, aun las más clara:s intel'igencias, y 
las más altas cumbres de la opinión jurídica de entonces, ·se pronunciaron 
contTa ella. 

Nadie pretende que las doctrinas jurídicas de la Suprema Col'lte sean 
indisoutiobles; por el contrario, requieren, a nuestro juicio, para su depura­
ción científica, el concur:so de las luces de las más altas inteligenci:as jurí­
dicas y los más serenos juicios críticos. La ¡pasión y el odio nada edi­
fican perdurablemente, además de que ningún juicio honrado, por erróneo 
que se le suponga, puede justificar tan bajas actividades de~l espíritu hu­
mano. 

Cuando los espíritllls .se serenen y los que estudien la jur:isprudencia 
de la Sala no sean los que con ella han perdido sus pleitos, podrá surgir 
un juicio verdaderamente científico y desinteresado sobre la cuestión. Para 
entonces, que podTá ser más o menos tarde, pues lais generaciones sólo 
actualizan las ideáis para cuya conquista en el orden inteleotuwl d~uestran 
tener aptitud y madurez-, aplazamos a los impugnadores. 
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Definidas la doctrina de la Sala, y las respectivas posiciones en el 
campo de las ideas de los que participamos en este debate, no por otra 
razón sino para poner de man1fiesto la causa porque se combat·e la doo­
trina de la Sala, y el origen de np pocos de los sofi~mas que se esgrimen, 
(pues el ·hombre es hijo de sus ideas, de sus prejuicios, de sus vutinas, de 
sus hábitos menta!les, d·e ~sus intereses de clase, y su particular conform·a­
ción espiritual, determinada po;r es•te complejo de caUISa.s, norma la moral 
de sus actos y regUila su concepto del bi:en y del mal, de lo verdadero y lo 
falso, y, por tanto, sus juicios), examinaremos cuál es en realidad el papel 
que la práctica y usos de los litigantes asignan al juicio de garantías en el 
legal funcionamiento de nuestras instituciones. 

Nadie podrá negar que el juicio de amparo se instituyó fundamental­
mente como el recurso constitucional por excelencia para ·hacer respetar 
las garantías im.dividuales consignadas en la Constitución Política de la 
República y las soberanías coexistentes en la Federación. Por su natu­
raleza, por :su finalidad y por su objeto, difiere substancialmente de los 
demás recursos comunes, contenciosos o administrativos, aunque de común 
con ellos tiene el de ser técnicamente un recurso; y es absurdo utiUzarlo 
en sustitución de éstos para alcanmr el mismo objetivo jurídico que aqué­
llos persiguen. En los amparos de carácter administrativo, se reclaman 
generalmente devechos en trámite ante las autoridades comunes conforme 
a estatutos legales en que se coni.feren recursos contenciosos o adminis­
trativos por cuyo eJercicio pudiere obtenerse legalmente la revocación del 
acto que los viole; y son estas violaciones de derechos comunes ~as que pri­
mordial y directamente se dirimen en el juicio de 'garantías, no obstante •ser 
tal ·cosa ·el obj~eto propio de los recursos que rla ley común del acto conc•ede 
para su revocación ; para llegar después, indirectamente, a:I examen de ias 
violaciones de garantías con ·que 'se relacionan. PráctiCamente, se intro­
ducen así dos recul'lsos ; el común, die que debió conocer la autoridad común, 
y por cuya virtud estudia el acto para ver 'Si ha violado o no el derecho del . 
estatuto en que se produjo, ·que se alegue violado, y cuya consecuencia 
sería su revoc~ión; y el propiamente coJlJSitituc.ional, que es aquel que 
examina el acto ,en relación con Ia Constitución Federal y estatuye si es 
o no contrario a rulrguno de sus preceptos de'l capítulo de garantías. El orden 
jurídico, y la .más .e~emental teoría de judsdicción, .previenen que cada au­
toridad debe conocer de lo suyo; las autoridades comunes, de los recursos 
comunes, y i!a justicia federal del constitucional; exigir, por consiguiente, 
que se agoten aquellos recursos, antes de ir al amparo, y que no s_e 
Deven juntamente con éste al juicio constitucional, ni constit~e un 

~9-

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



despropósito jurídico, ni e,stá en pugna con la má:s eiemental razón. Si, 
por otra parte, las leyes deben ser obedecidas, no hay razón alguna para 
que no 'lo sean <las comunes que conceden recursos y defensas por cuyo ejer­
cicio pueda obtenerse directamente la revocación del acto, ,cuya declaración 
de inconstitucionalidad sería en último térn1ino el objetivo del juicio de 
garantía,s. 

Si el recurso de amparo es es,encialmente un juicio constitucional de 
carácter político, es 'evidente que no puede sustituir al recurso común, ni 
menos abandonars,e és't'e para seguir aquél, a menos que se les asigne la 
misma función y objeto jurídicos; pero, ·en la realidad de las cosas, ocurre. 
no que 1se abandone el común y se sustituya con e1 constitucional, sino que 
se lleva con éste al conocimiento de la justicia federal. La doctrina que 
establlece que el amparo sólo procede contra actos definitivos, salva este 
escollo y restituye a la autoridad común su función legal; y es 'también 
evidente que los ac,tos son definitivos en el orden jurLdko, cuando los re­
cur:sos que se dan contra ellos S'e agotan inúUlmente sin obtenerse su re­
vocación; y, consentidos, cuando no se usan dichos recursos; en el primer 
caso, procede ,el amparo; en el s·egundo, no; pues es de derecho explor:rudo en 
el orden constitucional, según frase hecha de los propios litigantes , 
que el amparo no s1e da contra actos consentidos; doctrina esta última 
manifiestamente fundada en la noción del perjuicio jurídico. Ahora bien, los 

-:_;.;-_,.,._ __ - .. ·• - ·-.- ' . - ' -

actos provisionales en derecho, como lo serían aquellos contra los que su ley 
común concediere recurso, no causan un perjuicio irreparable dentro de 
su estatuto, ni lo pueden ,causar por su misma rrovisionaUdad; obtenida la 
definitividad del acto d·entro de su estatuto, es cuando puede alegarse el 
perjuicio jurídico para el amparo, por no haber ya un medio común para 
atacarlo y destruirlo, y cuando constitucionalmente procede dirimir su 
constitucionalidad para resolverse si debe o no seguir 'Surtiendo efectos 
jurídicos. Consentir el perjuicio proveniente del estatuto común, es con­
sentir jurídicamente ·el acto regido por dicho estatuto. EI consentimiento 
del perjuicio jurídico mata toda acción en Derecho. 

En el orden común, los recursos sólo se dan contra actos que causan un 
gravamen iTreparable en la jurisdicción en que ocurr(:m; es decir, contra 
actos definitivos en dicha jurisdicción; pues sólo agotada una juris,dicción 
puede pa;sarse a la superior; de otro modo el proc,edimiento sería un caos 
y carecería de orden lógico; pero se pretende que el juicio de gara;ntías, 
que técnicamente 'es un recurso jurí,dico, aunque del orden constitucional, 
no ha de regirse por la noción juridica de la definitividad; y, por tanto, que 
puede hacerse valer en cualqui,er tiempo, sea o no definitivo el acto, y haya 
o no un perjuicio ,efectivo constitucional, que sólo nace realmente con la 
irrepara;bilidad del acto dentro de su propio estatuto legal. El concepto 
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de perjuicio Jurídico funda toda acción en Derecho, ~o mismo para reivin­
dicar un derooho ·que para interponer los recursos que la ley concede. 

Pero lo que ·sobre todo Uruma la atención ·en la práctica del recurso de 
amparo, no es su uso exdusivü con aban:d.ono o en sustitución de los comu­
nes, sino ·su abuso cada vez más creciente, que amenaza acabar con toda 
función }ega~l y con la m1sma insti·tución, desnaturalizando y tergiversando 
su esencia y finalidad jurídicas. Tal como hoy lo •entienden y practican los 
litigantes, ·el reurso de ampruro ha perdido todas sus características de juicio 
constitucional, para convertirse lisa y llanamente en un recurso die casa­
ción en materia admin~stra,tiva, y sin agotarse los recursos pl'evios que 
en la casación es eondición sine qua non para tener el derecho de interpo­
nerlo y proceda; y no sólo ésto, que cual<quier a;bogado puede compro­
bar , sino que, en la: práctica, ·el amparo se interpone, no para defender una 
garantía consti.tuciona1l viorada, aunque sea el pretexto, sino para inter­
venir todo acto de autoridad, es•torbar el libre juego de nues,tms institu­
ciones, paraiizrur su acción iegal, y, en la generalidad die los casos, la mi·sma 
función jurídica que pam ·el mantenimiento del orden público y jurídico ins­
tituy.en las leyes. Se considera así, no que el juicio de garantí~s es el su­
premo recurso nacional instituido en defensa de las garantías individuales 
y de las soberanías coexistentes en la Federación, sino el medio má.s común 
y eficaz ·de que se p.uedle echar mano, ya para eximi:rse del cumpiimiento 
de una obligación legal, ya para impedir cua:lquiera función legal de auto­
ridad. Tal siS'tema de comprender y praoticar el juicio de amparo ha dado 
como consecuencia, como no podía menos de suceder, que todo el poder 
j urídíco de la República y toda la potestad j udidal de la N ación se concen­
tren en la Suprema Corte, y amenace acabar con la propia institución; 
concentración ·que notoriamente redunda en perjuicio del funcionamiento 
regular de nuestro Derecho Pú1blico, del legal funcionamiento de toda auto­
ridad ·qU€ no sea la Corte, y de una pronta y expedita administración de 
justicia, como el Constituyente, quiso que ésta fu€se, para que pudier.a ser 
tal. Es indiscutible que el juicio de _garanUas no se ha insrtituídlo para 
entorpecer el funcionamiento de las demás instituciones jurídicas y del 
orden político que rige en el Pats, pues sería absurdo que tal hubiese ~ido el 
propósito del Constituyente al crear el juicio constitucional ·que nos ocupa. 
Si tal sistema hubiera de continuarse indefinidamente, la consecuencia 
inevitabl€, a lia ~arga, sería la paralización definitiva die toda función de 
autoridad en 'la República, sin que la de la Corte bastara para .sustituírla 
convenientemente. 

Y bien, ¿tal perspectiva es la que conviene al presti·gio y evolución del 
juicio de garantías? ¿Puede amparar verdad€ramente las garantías indi-
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viduales una imrtitución de la que se abusa hasta nulificar su función pro­
tectora? 

No hay que olvidar que no hay institución humana cuyo abuso no 
produzca su degeneración y no acabe con e11a desprestigiándola defini­
tivamente. 

Ya en el informe del año último, ei Presidente de la Sala hacía notar 
cómo ·ei propósito ·de hallar un remedio a !a ineficacia de la:s funciones de la 
Corte por virtud del abuso del amparo, motivó, sin duda, como es público 
y notorio, la reforma cons,titucional que estableció la actual organización 
de la Suprema Corte en Salas; y cómo la sola retorma no hubiera bastado 
para ·remediar el mal apuntado; sino que el remédio habría de encontrarse 
más bien en la restitución del amparo a su genuina función jurídica de 
recurso cons,titucional supremo, y, por tanto, del que sólo pudiera usarse 
cuando lo•s recursos comunes u ordinarios hubiesen sido previamente ago­
tados, cuarndo toda defensa legal contra el acto, d-entro de la esfera de acción 
legal de las autoridades comunes, hubiese sido ineficaz; pue,sto •que quien 
tiene a su alcance un deoor-..illo legal contra un acto, dentro del orden jurídico 
en que és,te se produjo, y no ,lo hace vailer, consiente e1 acto dentro 
del estatuto lega:l que lo rig-e, y, dentro de la más elemental lógica jurídica, 
ya no puede alegar que le cause agravio; pues, conforme a derecho, quien 
consiente legalmente su perjuicio no re·cibe agravio. ni puede por ello pre·· 
tender inveYitir .el orden racional del derecho en su beneficio, hadendo fun­
cionar en su :provecho e~clusivo el estatuto constitucional, cuando el estatuto 
común aun le confiere defens•as, de las que ningún uso hace y, por tanto, 
debe ent·enderse que las renuncia en su perjuicio. Y tal tesis, no só'lo no 
aparece contraria al espíritu del artkulo 107 de la Consti,tución Federal, 
sino .que ·s•e inspira .en él, ya que en ésta aparece claramente establecida para 
asuntos judiciales, sin que ninguna incompatibilidad legal exis·ta para ex­
tender dicho s~stema a los amparos administrativos. 

Tales son los antecedentes de la cuestión que s•e debate. 
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III 

E.l licenciado Eduardo Paliares hacía observar en uno de sus artículos, 
que la jurisprudencia de la Sala "deja al Podler Ejecutivo y demás autori­
dades agrarias en plena Jibertad de acción para repartir hacienda;s, am­
pliar ejidos, etc"; y que ello constituía un ea:so insólito de autolimitación 
de jurisdicción en un poder, cuando la tendencia natural era el abuso de 
jurisdicción. E.I primer cargo, va contra la Ley die 6 de enero de 1915., 
part,e integramte de la Constitución, que o~dena los repartimientos. de 
tierras, y contra ei señor Presidente de la República, que es el resposabie 
histórico del cumpJi;mit:mto de esa disposición constitucional; y, el segundo, 
constituy·e un juicio que, en el fondo, hace honor a la Sala, ya que todo 
abuso d:e jurisdicción, sobre perturbar el o~den de derecho, implica arbi­
trariedad. Pero la Sala realmente sólo se propuso re,stringir el abuso del 
juicio de gamntí8.1s, que ya no reconocía límites, y amenazwba acabar con 
la propia ins.titución y con toda función legal de autoridad en la República ; 
de suerte que no merece el elogio. 

Justamente, e'l abuso del juicio de garantías en materia agraria, cons­
tituye el abuso tipo en la cuestión. La sola admisión a trámite por e1l Poder 
Público de una solicitud de dotación o restitución de ejidos ha sido bas­
tante para pedir amparo, interrumpiéndose así una función legal del mayor 
interés público, expresamente ordenada en la Constitución; lo motiva­
rá asimismo todo acto del procedimiento, con el propósito de que 
éste no camine; la resolución provisional, para impedir el funciona­
miento regular d~ la revisión, y herir de nulidlad la resolución que en su 
virtud dict,e ,el C. Presiden be de la República; así como la que este funciona­
rio pronuncie, ·sin que en el caso importe que 1a propia ley constitucional 
establezca expresamente que el acto deberá reclamarse ante los tribunwles, 
en un juicio diverso del de garantías ; y aun se intentará contra los inge­
nieros que deslinden las tierrn:s dotadas o ~es,tituídas, no obstante no ser 
autoridades, ni darse el ampam contra particulares. 

Esta s:uoos.ión de amparos no persigue, en el fondo, más que una fina­
lidad, y es necesario decirlo claramente, pues a muUe engaña , y es la 
de ganar tiempo, en la engañosa y falsa perspectiva de que entretanto 
pueda caer el Gobierno de la Revolución y nulificarse su obra agraria. Por 
otra parte, ¿·qué legal juri'Sdicción 'puede obrar legalmente, y llenar la fun­
ción que en el orden jurídico le confieren las leyes, con ta~es abusos ? 
.: Tiene el amparo por ob}eto nuiificar el funcionamiento de todo estatuto 
legal, de todla regular judsdicción? ¿Puede invocarse para paralizar el 
cumplimiento y observancia de las mismas leyes constitucionales? (La Ley 
de 6 de enero de 1915 es ley constitucional). ¿Y puede haber quien ra-

-13-

' 

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



.· 

donalmente piense que los Consti·tuyentes se propusieron tail absurd'O al 
crear el juicio de garantías? E:ste es uno ·de los aspectos más claros y ro­
tundos de la cuestión, que a.trajo la atención de la Sa1la desde el primer 
momento, y motivó el estudio y resolución del problema j urídioo, de vida 
o muerte para la institución, que ella pianteruba. 

La revdlución mexicana hacía tiempo que había terminado; el país 
había vu~Uo a su normalidad jurídica; las conquistas de la revoludón 
en favor del campo se habían .traducido en leyes constitucionales, y, por 
taruto, en ley suprema ·del régimen político imperante en el pa.fs ; pero, a. 
pesar de todo, ni las ley,es se cumplían, ni los campesinos d-efinían su situ(!.­
ción jurídica, ni el problema de tierras hallaba conveniente •sdlución, ni el 
programa agrario del Gobierno, adoptado en acatamiento de aqueHas leyes 
y fundado en urgentes ·e inaplazables necesidades sociales, recibían satis­
facción, no obstante los .sinceros ,propósitos de las .arlministraciones que se 
habían sucedido. ¿A qué se dl8bía tal fenómeno? ¿Al juicio de garan­
tías? No; a su abuso. Cortado el abuso con una doctrina jurídica, que, 
dígase lo que se quiera, y opinen lo que opinen los epígonos de la reacción, 
se ·sustenta en la interpretación racional de las leyes que nonnan el fun­
cionamiento del amparo, el Gobierno Nacional ha podido desarrollar l~egal­
mente su programa de Gobierno y dar cumplimiento y satisfacción a las 
leyes agrarias que sirvieron de s•eñuelo a la Revolución. 

Pero los a;busos no solamente son de esta índole; sino que los órdlenes 
se multiplican, afectan a l·a mrsma insJitución, y aun tratarn de subvertir 
el orden público. Cuando un individuo •se propone perturbar el orden legal: 
lo primeTo que hace, para poder dedicarse a tal función con toda seguridad 
y bajo la protección de las leyes, es proveerse de una orden de suspensión. 
en un juicio de garantías, contra su posible captura por parte de las auto­
dd:ades responsabl;es de ese orden. Tal cuestión no es supuesta, sino real ; 
y el licenciado que la patrocina no tiene para nada en cuenta ni e'l orden 
público ni .}a función socia1l del,abogado. EiJ. Gobierno, en tales condiciones. 
no tiene más que un dilema: o garantiza el orden público, cuya función es 
la elemental de todo Gobierno, o respeta las suspensiones que en el abuso 
del juicio de garantias se otorgan, y deja que el orden se des·quicie. Pero· 
¿pUiede sostenerse raciona1mente que el juicio de garantí•as se haya insti­
tuído ,paTa proteger y cobijar efectivamente la •SUibV~ersión de todo orden 
legal? ¿Puede invocarse para perturbar la paz pública y hacer la guerra 
al mi•smo Gobierno? La ,ley, sin ·embargo, nada dic·e sobre este particular; 
pero la interpretación racional de las 1ey.es que riogen el juicio de garallltías 
daramente indica que tal uso del juicio de garantías es absurdo y anti­
social. Basta el sentido común para estimar que ha de gobernarse con la 
ley o con su interpretación racional; pues la firn:ailÍidad ·de la ley es el orden, 
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no el desorden, ni menos la nulificación de toda función guhe.P!\ll!l"ft". ::a'·· 

y cuando el abuso de la ley trae el desorden, y, en •ez de i!len:i- a.! ·~r·i:r 

público, lo per.turbe, requerirá siempre una interpretación rac:.O:tal, pan 
que sirva y no destruya ·el orden que está llamado a proteger: pues 
absurdo pret€nder que el orden debe sacrificarse a la ley, c.omo si és---a 
fues·e un fin y no un medio de convivencia social, y tal como si :a fi:!'aJ:.:U ~ 
de toda institución jurídica fuese la perturbación del orden social. y no 5:1 

servicio , y que las autoridades no tien-en el deber de interpretar la ley para 
impedir su abuso y asegurar su funcionamiento regular, a fin de que pueda 
llenar cumplidamente su misión social. Es verdad ·que se arguye que h~ 
principios son lo primero, y que deben S'alvarse aun a expensas d~ ord€r: 
establecido. Pero tal afirmación es un absurdo. ¿De qué servirían lvs 
principios sin una sociedad que los sust€ntara y erigiera en regla de con­
ducta? ¿ Eos raciona.! que el fin del orden social sea darse prineipios. y n) 
garantías para la vida y el desenvolvimiento soeial.es, a fin de ~gurar loo: 
fines d-e la civilización? ¿Es realmente una regla de la civilización el C!.l.:! 

las sociedad-es se hundan para que se salven los principios? ¿Pero se h:t 
tratado siquiera de averiguar qué clase de principios son esos que se quier:! 
que se salven a expensas del aniquilamiento sociwl? No; ni siquiera im­
portan; Jo que importa en el caso es consagrar el abuso diel derecho indi­
vidual, porque ello aumenta la posibilidad de cooflictos con las autoridades 
encargadas del ol'den púrbHco, multiplica los amparos y aumenta el auge de 
los bufetes y los negocios en que se sustentan. 

Creo que fué -don Francisco Bulnes quien hizo la observación de que 
no había que tocar los negocios del "licendado", porque en ello radkat:;'> 
la estaqiHdaod del Gobierno y la conservación del o11den público. Pero, ¿y 
las garantías sociales,? ¿No hay garantías sociales? ¿Sólo hay garantía'" 
individuales? ¿Cuáles, en caso de existir aquéUas, han de estimarse de ma­
yor entidad, y, por tanto, el oh}eto real de toda organización social? Esta~ 

cuestiones tampoco importan a los "licenciados" en el planteamiento y so­
lución de los problemas jurídicos. La ética profesional del litigante no per­
mite ocuparse de tales haga,teias. Lo importante es multiplicar Ia:s cau~.as 
d.e conflictos jurídicos, porque ello multiplica los pleitos y el abogado a._~ 
gura así su modus vivendi. 

Bero el abuso del juicio de garantías raya a veces en lo inconoebíbie. 
¿N o se ha pretendido que también puede servir para hacer efectivos cré­
ditos de particu'lares contra el Poder Público, tal como si, en vez de ser 
un recurso constitucional, fuese un juicio civil o mercantil en cobro ~ 
p-esos? ¿N o se instaura para plantear cuestiones de propiedad. como 5i 
fuera una tercería excluyent·e die dO'minio ? ¿ N o se ha pretendido y a:¡~ 

obtenido con él }a suspensión de una función electoral? 
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Uno de los casos más i'nteresantes, en este orden de ideas, fué el de un 
S€'ñor que pidió al D€pa;rtamento de Salubridad PúbHca su registro como 
mro.ico. Salubridad, como es racional, exigió la presentación del título; el 
médico manifestó que no Io tenía, por haberle sido robado, y no poder 
obtener un duplicado por no existir los libros de su examen, pretendiendo 
comprobar su carácter de médico con la presentación de nombramientos de 
cargos que halbía desempeñado. Salubridad negó lo pedido, y el interesado 
pidió amparo. ¿Pero aca>so no se pretende que el amparo sirve para todo? 
¿Por qué no habría de servir para obligar al Departamento de Salubridad 
Pública a regi,strar un título inexi,stente y a tener por médico a quien no 
puede acreditar legalmente serlo? Y aquí, de paso, una pequeña cuestión 
de moml profesional. El sentido común, ya no el j uridico, basta para sa­
ber que legalmente no puede obtenerse lo que racionalmente es imposible. 
¿Cuál fué entonces el móvil de~l di'rector jurídico del quejoso? El negocio, 
alrededor del cual gira toda la ética proil'esiona'l; sin que nada importen a! 
caso ni el dereaho, ni la responsabiJidad moral del profesionisrta; que, 
en cuanto al diente, y<a se le dirá, no que el amparo s~e promovió para per­
cibir honorarios, sino que se perdió porque en México no hay justicia. 

Tales abusos necesariamente tenían que producir el efecto de que se 
estudi,ara, desde un punto de vista racional y jurídico, la naturaleza íntima 
del juicio de garantías, su finalidad, su objeto constitucional, a fin de 
determinar si en ~e1los podían caber. La Sala, con su jurisprudencia, no 
aporta el remedio a:l mal; bien lo sabe; pero lo a'livia, restituyendo el juicio 
de garantías a su verdadera función constitucional. El tiempo dirá .si eUo 
constituye una equivocación o un acierto. 
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IV 

Muchas han sido las o¡piniones publicadas hasta ahora contra la juris­
prudencia de la Sala Administrativa, aunque todas claudican de la misma 
argumentación, abrevaN en la misma ideología polí<tica y reconocen el mismo 
origen; y la úni'ca digna de es,tudio, por tratar de plantear el problema 
en un plano de investigación científica, es la emitida por el señor lictmciado 
Trinidad García, culto y caballeroso opositor, en un estudio serio, coo.cien­
zudo y documentado, al cual habremos de referirnos. 

Algunas de esas opiniones, las del licenciado Saavedm , sustentan, 
sin ningún respeto a la vel'dad, que 1a jurisprudencia de la Sala constituye 
una suspensión de garantías individuales, en 'los términos del artícu[o 29 
constitucional; como si pudiera sostenerse, sin i'l1currir en la más elemental 
falta de probidad de crit'erio, qHe tal su-spensión de garantías también exis­
te en amparos contra actos judidales, sólo porque la Constitución estab~ez­
ca que el amparo contra tales ~dos sólo proc~eden cuando tienen el carácter 
de definitivos y s~e hubiesen agotado contra ellos los recursos comunes; pues 
ta~ es en el caso ,]a doctrina de la Sala. Y aunque se arguye que al postular 
la doctrina que el amparo ~sólo procede contra actos definitivos se incurre 
en una denegación de justicia, sobre que, de ser verdad, también l>a habría 

' 

en asuntos judiciales en que rige la misma regla constitucional, lo que es 
notoriamente faiso , dicho criterio es también substancialmente erróneo; 
pues, en realidad, la jurisprudencia, no sólo no deniega justicia, sino que 
otol'ga más mediüs de defensa al particular contra e'l acto, al establlecer 
que, además de los recursos comunes. el quejoso t-endrá, sobre ellos, el cons~ 
titucional; y aunque también se argumenta que la jurisprudencia es mala 
porque obliga al litigante al uso de recursos comunes en que se exigen, para 
su procedencia, el cumplimiento de requisitos anticonsti>tudonales, ta:l ar­
gumento, sobre no serlo contra la jurisprudencia, sino contra los actos que 
deniegue:Jf el recurso por inobservancia de los requitsi'tos que se ti>Jdan de 
anticonstitucionales, acusa en quien lo formu~a Ia má~s crnsa incomprensión 
del problema juríidico-eonstitucional que ~el hecho entraña. La más elemen­
tal sindéresis jurídica enseñaría que, en tales casos, el amparo deberí-a in­
tentarse cont11a el a:cto que denegara el recuT'so por no Henarse los requi,sitos 
que se impugnan, a fin de controv·ertirse su consrtitucionailidad en el juicio 
de amparo y deddil'se si en efecto lo son o no; pero de allí no puede infe­
rirse lógicamente, como pretende hacei"se, que la jurisprudencia de la Sala 
sobre que el am'Paro 'Sólo procede contra actos definitivos, sea denegatoria 
de justicia, ni menos contraria a la teoría constitucional del juicio de ga­
!'3JltÍa8. 
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Otro de Ios escritores, el licenci:ado Pa.llares , que se han ocupado 
de la cuestión, después de enunciar sintéticamente wlgunos de los .argumen­
tos de una de las ejecutorias pronunciadas por la Sala, Ca!lifioando tal ar­
gumento de malo, aquel otro de peor, éste de que nada prueba, y los demás 
de que constituyen un turhio tejido de so:fiismas, sa!le del paso lanzando 
anatemas contra la jurisprudencia mencionada. Tal mane·ra de enfocar 
un problema jurídico séhlo puede descansar en un exaltado amor propio. 
El defecto de ta.les opositores proviene de que, Ia a!lta opinión que de sí 
mismos tienen, les hace considerar sus pensamientos dotados de tal auto­
ridad, que juzgan que., con sólo ·enunciarlos, todo -el mundo se someterá a 
ellos; y esto hace que tengan en menosprecio las opiniones o Ia.s razones de 
los dermás, y que no se crean obligados a rebatirlas ni a fundar las suyas, 
en el error de que sólo lo que e'Hos piensan es verdad indiscutible y que, 
dicho, a los demás no •les queda sino caHar. 

El propio escritor admite, sin embargo, que el juicio de amparo es un 
recurso constitucional extraovdinario, aunque arguye que de tal principio 
no puede sacarse "necesariamente" la consecuencia de que sea predso ago­
tar ,Jos recursos comunes u ordinarios contra un actD para que proceda el 
amparo; de donde infiere que la jurisprudencia de la Sala es mala. Y es 
evidC'Ilte que es'ta manera de argumentar también es sofística; pues la 
tesis de la Sala no est81blece que "necesariamente" se infiera de tal prin­
cipio tal consecuencia, sino solamente que se comprende dentro de su con­
cepto. IJos antiguos sofistas de la Grecia también demostra:ban que nada 
se infiere necesariam-ente de nada; p-ero la cuestión lógica no es esa, sino 
que basta que una regla ·pueda inferirse lógicamente de un principio, aunque 
no se desprenda necesari81mente de él, para que sea legítima. Y concluye 
citando jushcmenrte las excepciones en materia penal, tal como si constitu­
yeran la reg'lla general sobre procedencia en el juicio de garantías, para con­
cluir que la juris¡prudencia de la Sa~a, en cuanto se aparta de tales excepcio­
nes, no es constitucional, erigiendo así la tesis de la excepción en la regla 
gene~al. 

El mismo escritor admite, sin embargo, que el amrparo sólo procede 
cuando el quejoso sufre un perjuicio; que si se conforma con él, y no lo recla­
ma, el amparo es improoodente; pero difiere de la le·gítima cons,ecuencia de 
tales premisas, introduciendo un sofisma para fundar su opos,ición, cual! es 
que el perjuicio del acto puede reclamal's,e mediante el juicio de garantías o 
los recursos comunes, que es lo que está justamente a discusión y debió pro­
bar. El razonamiento, como ,se ve, incurre en el mismo sofi,sma dre peti­
ción de principio que sin motivo reprocha. En efecto: la tesis de la Sala 
sostiene que el perjuicio se consiente, como es de sentido común, por no 
hacerse valer contra el acto 1os recursos comunes que su ley concede para 
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obtener su revocación; y el impugna;dor arguye, confundiendo el amparo 
con los recursos comunes, que por cualquiera de ellos queda re::-lamado el 
perjuicio; y la cuestión a debate es si el juicio de amparo swstituye a los 
recursos comunes, a fin de asignarle la misma función y poder usarse con 
la misma finalidad jurídica, para que lógicamente pudiera concluírse que el 
acto no se consiente dentro de su estatuto por no usarse los recursos que 
para su revocabilidad y definidón otorga la ley; y dar por demostrado ésto, 
prer'-t-endiendo sacar de aHí la conclusión de que no s·e consiente el acto cuando 
se dejan de usar los recursos comunes que contra él otorga su ley, es incu­
rrir en aquella falacia. En todo caso, contra la jurisprudencia de la Sala 
sólo se opone un argumento de mera opinión, que en lógica nada vale, pues­
to que ha perdido toda autoridad el "m3.gister dixit". 

otro de los impugnadores, el licendado Medellín Ostos , argumenta 
que la jurisprudencia de la Sala no es agraria, ni revolucionaria, y que, en 
vez de resolver el probkma agrario, lo aplaza; de donde conc.Juye que no es 
legal. Tal manera de plantear el problema jurídico que se discute es so­
fístico. Nadie ha pretendido que la doctrina de la Sala sea una tesis 
agraria o revolucionaria, sino una doctrina esencialmente jurídica sobre el 
juicio de garantías. que no es un juicio agrario, ni revoltucionario, ~ino 
constituciona'l , para que debiera reputarse agraria o revoilucionaria la 
tesis que sobre la estructura jurídica de dicho juicio enuncia; incurriéndoS€, 
así, en el elemental sofisma de ignorar ~a materia de la discusión, que es: 
si el amparo procede contra actos definitivos; y no si la doctrina es agraria 
o revolucionaria. Sin embargo, para que no s·e crea que eludimos el ar­
gumento, vamos a examinarlo. 

El que la doctri·na de la Sala sobre la ·procedencia del recurso de am­
parq sólo sea una tesis de derecho constituciona!l, no impide que no haya 
permitido aJl Gobierno realizar el programa agrario de 1a revolución, como 
es público y notorio, y reconoce, además, uno de los impugnadores; y en 
cuanto a que, en vez de resolver el problema agrario, lo aplaza, el error de 
semejant·e criterio proviene d~ que, en vez de considerar la tesis como una 
doctrina constitucional y jurídica, que es lo que es, se pretende tomarla por 
una doctrina a:graria, para concluir que, no siendo tesis agraria, ningún pro­
blema agrario resuelve. Por ·lo demás, el aplazamiento que se arguye. 
de haberlo, provendría de la misma Constitución, que es la que expresa­
mente envía a los afectados en materia agraria a ventilar sus derechos 
en un juicio diverso del de 'garantías; y la jurisprudencia de la Sala só:o 
da vida y fuerza juridi<Cas a esa ·disposición constitucional, desobedecida al 
intentarse eludir sus efectos mediante el juicio de amparo. Por otra parte. 
es necesario no haber leído la Ley de 6 de enero de 1915 para afirmar que, 
en los términos en que actualmente se encuentra el problema, la cuestión 
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obtener su revocación; y el impugnador arguye, confundiendo el amparo 
con los recursos comunes, que por cualquiera de ellos qw;)da redamado el 
perjuicio; y ¡a cuestión a debate es si el juicio de amparo swsütuye a los 
recursos comunes, a fin de 2-signarle la misma función y poder usarse con 
la misma finalidad jurídica, para que lógicamtmte pudiera concluírs'e que el 
acto no se consiente dentro de su estatuto por no usars,e Jos recursos que 
para su revocabilida:d y definición otorga la ley; y dar por demostrado ésto, 
pretendiendo sacar de aHí la conclusión de que no se consiente el acto cuando 
se dejan de usar los recursos comunes que contra él otorga su ley, es incu­
rrir en aquella falacia. En todo caso, contra la jurisprudencia de la Sala 
sólo se opone un argumento de mera opinión, que en lógica nada vale, pues­
to que ha pe11dido toda autoridad el "m3.gister dixit". 

Otro de los impugn2dores, el lic<?ndado Medellín Ostos , argumenta 
que la jurisprudencia de ~a Sala no es agraria, ni revolucionaria, y que, en 
vez de resolver el problema agrario, lo aplaza; de donde conduye que no es 
legal. Tal manera de plantear el problema jurídico que se discute es so­
fístico. Nadie ha pretendid-o que la doctrina de la Sala sea una tesis 
agraria o revolucionaria, sino una doctrina esencialmente jurídica sobre el 
juicio de garantías, que no es un juicio agrario, ni revoltucionario, sino 
constituciona'l , para que debiera reputarse agraria o revo~ucionaria la 
tesis que sobre la estructura jurídica de dicho juicio enuncia; incurriéndos<e, 
así, en el elemental sofi.~ma de ignorar !a materia de la discusión, que es: 
si el amparo procede contra actos definitivos; y no si la d'octrina es agraria 
o revolucionaria. Sin embargo, para que no s·e crea que eludimos el ar­
gumento, vamos a examinarlo. 

El que la doctri·na de la Sala sobre la 'Procedencia del recurso de am­
paro sólo sea una tesis de derecho constituciona!l, no impide que no hava - -
permitido all Gobierno realizar el programa agrario de la revolución, como 
es público y notorio, y reconoce, además, uno de los impugnadores; y en 
cuanto a que, en vez de resolver el problema agrario, lo aplaz·a, el error de 
semejante criterio proviene d:e que, en vez de considerar la tesis como una 
doctrina constitudonal y jurídica, que es lo que es, se pretende tomarla por 
una doctrina agraria, para concluir que, no siendo tesis agraria, ningún pro­
blema agrario resuelve. Por lo demás, el aplazamiento que s·e arguye, 
de haberlo, provendría de la misma Constitución, que es 1·a que expresa­
mente envía a los afectados en materia agrada a ventilar sus d€rechos 
en un juicio diverso del d:e •garantías; y la jurisprudencia de la Sala sólo 
da vida y fuerza jurídicas a esa disposición constitucional, desobedecida al 
intentarse eludir sus efectos mediante el juicio de amparo. Por otra parte, 
es necesario no haber leído la Ley de 6 de enero de 19115 para afirmar que, 
en los términos en que actua~mente se encuentra el problema, la cuestión 
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no ha quedado resuelta definitivamente. Aun lo está desde el punto de 
vi-sta de las indemnizacione!S, por prescripción del derecho para reclamarlas, 
según se infiere de los términso claros, precisos e incontrovertibles del ar­
tículo 10 de 'la ley constitucional, como en reciente ejecutoria acaba de re­
conoceT~lo la Corte misma. La propia ley constituciona:l, en su artícuio 10, 
de la manera más clara y rotunda, esbablece que el derecho para intentar 
el juicio que da contra Ia.s resoluciones agrarias, prescribe al año de la fe­
cha de dichas resoluciones, y aun declara categóricamente que, pasado 
dicho año, ''ninguna reclamación será admitida". Aun más, la misma ley 
ol'dlena que, cuando en esos juicios Ia sentencia declare que no procede la 
restitución agraria, la sentencia sólo dará derecho al que obtuvo, a redamar 
la indemnización correspondiente. En tales términos la ley, ¿qué es, pues, 
lo que ha quedado por resolver? 

¿Que .Jos afectados han perdido todo derecho atentas estas disposicio­
nes constitucionales? Es cierto; pero la culpa corresponde a quienes, cre­
yendo poder burlar los efectos de la ley constitucional mediante el amparo, 
dejaron correr y perdevse e'l término Iegal que el Constitmyente les confirió 
para deducir sus deroohos. Pero hay todavía una cuestión má:s, y es que en 
taJes juicios no podrá controvertirse el derecho de los pueblos para obtener 
dotación o restitución de tierras, ni la facultad del Ejecutivo Federal para 
otorgarlas, porque tales facultad y derecho constan J»enamente de la mis­
ma Constitución Federal, y sería a:bsurdo que un derecho y una facultad 
constitucionales pudieran dirimirse y nulificarse mediante un juicio, cu8.'1-
quiera que éste sea. 

Por último, en cuanto a1I argumento de ser política la doctrina de la 
' 

Sala , mientras el Derecho ·sea una ciencia política al servicio de fines so-
ciales, y constituya la estructura orgánica de todo Gobierno; mientras el 
juicio de garantías sea, como lo es, un juicio esencialmente político de De·· 
recho Público; y mientras la Suprema Corte sea uno de los poderes que 
forman el Gobierno Nacional, y, al regularizar el fundona~miento de nues­
tras instituciones palítioos, e intervenir, dirimiéndolos, los conf,Jict01s entre 
particulares y los demás órganos del Poder Público, vealice actos de sobe­
ranía, de gobierno, y, por tanto, políticos, el argumento cavecerá de todo 
sentido raciona~ y jurídico; ya que sólo podrí'a sustentarse en la ignorancia 
de la función social del Derecho y del lugar que éste ocupa en la clasifica­
ción científica. 
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• • V 

Los argumentos del señor <licenciado Trinidad Ga:rcía contra la juris­
prudencia de la Sala sobre que el amparo sólo procede contra octos defini­
tivos, ·son de tres Ól'denes: hrstóricos, de mera opinión personal, y jurídicos. 
Los primeros, des·cansan en un error substancial, cual es el fwlso concepto 
que dicho letrado tiene de la a:ctual estructura jurídica del juicio ·de garan­
tías, tal como si constitucionalment€ no hubiera sufrido ninguna modifica­
ción substancial; los segundos, carecen de todo valor lógico y jurídico, tan­
to pol'que la mera opinión personal ha dejado de constituir un argumento 
lógico desde que el "magister dixit" perdió toda autoridad, cuanto porque, 
jurídicamente, lrus únicas opiniones que podrían servir para resolver cons­
titucionalmente la cuestión sería la de los Mini<stros de la Cort€, a quienes 
la ley constitucionaft encomienda tal función y confiere autoridad y sobera­
nía pa:ra el caso; los terceros, se fundan, en errores de interpl"et81Ción unos, 
y otros de incomprensión de la doctrina j uridico-eonstitucional que se pre­
tende rebatir. Nos ocuparemos de los fundamentales, que son, en realidad, 
los único:s que podrían extraviar el criterio jurídico. 

Es innegable, y el que lo dudara no tendría más que repasar el ar-
tículo 107 de la Constitución Federal , que la estructura actual del juicio 
de garantías, tal como dicho juicio aparece reglamentado en ia Constitu­
ción Federal, ha sufrido modificociones substanciales; y ello, en mi con­
cepto, acusa un notable progreso jurídico. El Consti·tuyente de Querétaro 
juzgó conveniente introdJUcir en la Ley Federa;! el concepto jurídico de de­
finitividad del acto reclamado, modificando la estructura íntima dcl juicio 
de garantias, para la procedencia de éste ; estableciendo excepciones, única-· 
men<OO en materia penal, y eso, no en cuanto a definitividad del acto, como 
puede vers'e del párrafo segundo de m fra;cción II de dicho artículo consti­
tucional , sino a la regla de ser el amparo un juicio de estricto derecho y, 
por tanto, no poder ampliarse la .queja que contenga ni supliTse su deficien­
cia. E~ mi•smo licenciado Gareía es quien da la demostración. Dicho letrado 
conviene, en efecto, en que, conforme a los artículos 103 y 107 de la Cons­
titución Federal, el amparo sólo procede contra sentencias civiles o penales, 
cuando éstas tienen el <carácter de definitivas, es ·dlecir, cuando contra eUas 

• 

se hayan agotado previamente 'los recur.sos ordinarios que la ley común con-
c-ede para su posiible modHicadón o revocación ; y que, en cuanto a .los de­
más actos en juicio, diversos de ~as ·s·entencia:s, el amparo procede igualmen­
te cuando son de imposible repara;ción dentro del procedimiento, es decir, 
cuando tienen el carácter de definitivos, o cuando afecten a personas extra­
ñas al procedimiento en que se produzcan; de donde erróneamente deduce 
que, en este úQtimo caso, no se requiere la definitividad del acto para la 
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• 

procooencia del amparo. Un sencillo razonamiento jurídico bastará para 
demostrar lo contrario. En los juicios, únicamente las partes, según es 
elemental en derecho, pueden promover, hacer valer derechos, interponer 
recurios, etc. ; el 'legi&lador no ha podido, en consecuencia, lógicamente, 
exigir al extraño que agote en el juicio recurso alguno contra el acto; pues­
to que en éllega\lmente ninguno se le da; y ello hace que el acto, en cuanto 
a él, y en cuanto a que contra éi carece de defensa en el juicio, sea definitivo. 
y, por tanto, funde la procedencia diel amparo. No es, pues, exacto, como 
sostiene el opositor, que el acto no tenga el carácter de definitivo para el 
tercero a quien hiere un acto en juicio, al cual es extraño; pues, justamen­
te, por no tener def.ens~as en él, el acto lo es. La misma categoría jurídica 
de definitividad tienen los actos ejecutados fuera de juicio o después de 
concluido éste. El más ligero análisis jurídico de dichos actos basta para 
demostrar su definitividrud en el orden en que ocurren; pues nadie ignora 
que, dentro de nuestra teoría procesal, y de la más elemental noción de dere­
cho, los re1cursos se dan a las partes y dentro de juicio; concluíd10 éste o no 
existiendo, es claro que tales recursos no existen ni pueden hacerse valer, 
resultando así, en realidad, desde el punto de vista jurídico, la definitividad 
de los actos de que se trata. De ésto se infiere, además, que el criterio del 
señor licendado García sobre que la regla IX del artículo HY7 constitucio­
nal es, no una regla de competencia, sino de procedencia contra "actos no 
definitivos", sea j ur~dicamente falsa. Por lo demás, dicha regla, como 
puede comprobarlo todo aquel que quiera leer naturalmente el texto legal , 

• 

se limita a estahlooer que en los casos en que se trate de actos de autoridad 
distinta de la judicial, o de actos de ésta fuera de juicio o después de con­
cluído, o de actos en el juicio de imposible reparación o que afecten a per­
sonas extrañas al procedimiento, (actos jurídicamente definitivos según ya 
vimos), el amparo se pedirá ante el Juez de Distrito bajo cuya jurisdicción 
caiga el acto; y si ésto no es imputar una competencia, por más vuelt·as 
que quieran darse a las palabras , sino una procedencia, como se pretende, 
habrá que conduir en que el sentido común carece de apUcabHidad a las 
discusione·s jurídicas y a la inteligencia de las leyes. Por lo que, al incluirse 
dichos actos en la regla IX, no fué porque no se estimasen definitivos, co­
mo se sostiene, porque entonces hubiera hecho el Iegisilador una estimación 
jurídica notoriamente falsa, sino porque sólo quiso agrupar hechos respecto 
de los cuales instituía una competencia diversa de la de la Corte. . De allí 
que la Sala, al examinar la referencia que la reg.la II del artículo 107 de la 
Constitución hace a la IX, se haya atenido al sentido racional e ideológico 
de dicho precepto para concluir, con lógica irreprochable, que, a;l hacer di­
cha referencia, sólo tuvo en ~cuenta el leg'IÍ·slador que estaba instituyendo 
sobre amparos contra sentencias judiciales, cuya competencia incumbe 
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directamente a la Corte, conforme a la regla VIII , para imputar ia de los 
Jueces de Distrito contra los demás actos judiciales que no fuesen senten­
cias; pero sin que de ello pudiera •inferirse, ni lógica, ni jurídicamente, que 
taJles actos no fuesen definitivos. Por otra parte, si la propia Constitución 
establece que el amparo contra actos judiciales sólo procede cuando tienen 
el carácter de definitivos, ¿qué ra,zón científica habría para que tal tesis 
sólo fuese buena y jurídica tratándose de actos judiciales, y no lo fuese 
tratándose de los administrativos, ya que en uno y otro caso ed acto jurí­
dico es el mismo y lo constituye un acto de autoridad contrario a la Cons­
titución? Realmente, tal distinción carecería de base científica; y el Cons­
tituyente no la hizo, limitándose a establecer la doctrina respecto de una 
categoría de actos, pero sin prohibirla respecto de los demás; de donde la 
interpretación de la Sala es mucho más racional y jurídica y conforme a la 
unidad de IJa doctrina, que la que se 1€ pretende oponer. 

Es cierto que Ba1lares opina que no hay paridad jurídica, ante el am­
paro, errtre ·actos de autoridad judicial y actos de autoridad administrativa, 
c<>mo si unos y otros no fueran. constitucionalmente, actos jurídicos «e 
autoridad producidos dentro de un estatuto leg·ail, y la diferenciación, por 
tanto, careciera de razón. Pero afirmar que la tesis constitucional sobre 
procedencia del amparo en asuntos judiciales contra actos defini,tivos ee 
lógica, porque de tal amparo se ha abusado y continúa abusando en forma 
escandalosa, y que no lo es en materia adminirstrativa, por·que del adnninis­
tra:tivo no se abusa; que el procedimiento judicial, :por su misma naturaleza. 
otorga defensas, recursos, etc., de donde se infiere ·que el amparo en tal 
caso resulta realmente un recurso de carácter extraordinario, y el arlminis­
trativo no, de donde tambiéH habrá de inferirse que el amparo pierde en 
él por ta;l causa su carácter de recurso extraordinario; acusa realmente 
ignorancia o mala fe en el juicio. ~egar que del juicio de amparo en ma­
teria admlinistrativa no se a;busa, es negar la evidencia; además de que la 
inmensa mayoría de los amparos de tal naturaleza que obran en la Corte 
demostrarían lo contrario; negar que las leyes arlministrativas no instituyen 
un procedimiento regular y ordenado para ~a producción del acto jurídico, 
ni confieren recul"sos ni medios de defen·sa, es negar lo que con J.a sola 
lectura o conocdmiento de dir~has leyes podría demostrarse. Basta conocer 
las leyes de Derec·ho Administrativo, (fiscales, agraria, de trabajo, indus-· 
trias minerales, petróleo, mina:s, patentes, mareas, expropiación, etc.), pa­
ra convencerse de que instituyen un orden regular jurídico para Ia pro­
ducción del ·acto admilllistrativo, y que contra él conceden recursos y defen­
sas ; y parece ocioso añadir que, conforme a la mi1sma juri<sprudencia de la 
Sala, en los casos en que ese ordenado procedimiento no exi·stiese, o, ha­
bi'éndolo, no otorgase contra cl ado recursos ni defensas legales, el amparo 
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seria procedente, toda vez que, entonces, conforme a la jurisprudencia el 
acto sería definiHvo. Y por lo que toca a la falta de seriedad que 5•e imputa 
al argumento de la Corte sobre ~que, ~por no haber prohibicdón expresa en el 
estatuto constitucional del amparo, la doctrina de la definitividad del acto 
para ia procedencia del amparo j udicdal es también aplicable al administra­
tivo, dadas la mi'S~ma razón de derecho y la igual naturaleza judírica dl€1 
juicio de garantías en ambos casos-, y que se pretende rebatir trayéndose 
a colación que eUo equivaldría a sostener que, por no haber prohibición ex­
presa, también podrían aplicarse al Poder Ejecutivo preceptos de'! Poder 
Judicial, rul régimen ,legal del mandato el de la compraventa, y aun, para 
ex:tremar el ahsurdl()--, a las controversrias de carácter civil el estatuto 
penal, lo que, según se afirma, a ningún jurisconsulto se le había ocurrido 
hasta ahqra, (sin embargo de haber autores que sostienen la aplicabil[dad 
de las normas jurídica:s del Derecho Privado al Derecho Administrativo) ; 
tal razonrumiento, en realidad, entraña un burdo sofisma; pues la jurispru­
dencia de la Sala se refiere a actos regidos por el mismo estatuto legal, 
comprendidos bajo Ia misma jurisdicción constitucional; y no, como en los 
caso~ que se arguyen, a casos regidos por es~tatutos legales diversos o ju. 
risdiociones constituoionales diferentes. 

Por lo demás, los actos administrativos, como los judiciales, o ~se pro­
ducen dentro de estatuto legal o fuera de é1; en el primer caso, si el estatuto 
no da recurso, el acto es def,initivo, que es la generalidad de los casos-, y 
el amiparo procede; si da recurso, sea este administrativo o contenCiioso, el 
acto no causará un perjuicio jurídico dentro de su estatuto, mi•entras el're­
curso no se agote inútiqmente, en cuyo caso también procederá el amparo; 
y, cuando se trate de actos producidos fuera de estatuto, es notoria la defi­
nitividad, puesto que el recurso se da dentro y no fuera de estatuto, y un 
acto de tal naturaleza estaría fuera de derecho y carecería de él. 
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VI 

El señor !licenciado García argumenta que la juri·sprudencia de la Sala 
desplaza el conocimiento del juicio de garantías a la autoridad común, no 
obstante ser, como en efecto .Jo es, un juicio esencialmente federal; de donde 
infiere que, ;¡ejos de ooncovdar con la naturaleza juríidica de dicho juicio, la 
viola y desfigura. E·s notorio que tal argumento es erróneo; pues la doc­
trina de la Sala no dice lo que se le imputa. Si exigir que se agoten los 
recursos comunes en materia administrativf!, para la procedencia del am­
paro, que es lo que la doctrina establece , es instituir la competencia de 
las autoridades comunes para conocer del juicio de garantías, violándose la 
Constitución que imputa tal jurisdicción a la Justicia Federal, no hay duda 
de que tal violación también existiría, por mandato expreso de la Consti­
tución, en los amparos judicial'es, ya que, en ellos, la propia Constitución 
ordena que el amparo sólo procede contra actos definitivos. Pero, en reali­
dad, no hay tal cosa; la habría, si el recurso común fuera un juicio de garan­
tías; pero como no lo es, exigir que se agote, no es exigir que el juicio de 
garantías se instaure ante la autoridad común. Los oposi.tores a la juris­
prudencia de la Sala no se caracterizan ciertamente por una información 
jurídica exacta sobre las doctrinas que rebaten. llay más todavía. La 
misma Ley Constitucional estatuye, para la procedencia del amparo por 
actos judiciales dentro del procedimiento, no sólo que se agoten los recur­
sos comunes que contra ellos se dé, sino que, cuando no los haya, se re­
clamen ante la mi·sma autoridad común las violac.iones constitucionales que 
el acto cause, se proteste por su no reparación, y se aleguen, además, por 
vía de agravio, en la segunda instancia del negocio, si la tuviere, a fin de 
que el acto no se presuma consentido para el amparo; a pesar de ello, na­
die ha entendido hasta hoy que sea remitir a Ia autoridad común el cono­
cimiento previo del amparo, ni menos que transmute el recurso común de 
la apelación en un juicio de garantías. En realidad, Jo que el legislador 
quiere es que antes de rpromoverse el amparo se agoten todos los medios o 
dlefens·as comunes que pudieran determinar la revocación del acto, tanto 
para que el orden jurídico no se perturbe y los estatutos legales funcionen 
regularmente, cuanto porque si la revocación del acto puede obtenerse den­
tro de ·su estatuto, lo lógico y jurídi.co es que traite de obtenerse; ya que, 
obtenida, cesa el ooto, desaparece todo perjuicio, y el amparo carece de 
objeto. Tal criterio no puede ser más lógico, racional y jurídico; puesto 
que se sustenta en que, quien tiene un recurso legal a su disposición contra 
un acto y lo abandonan o renuncia, consiente el acto dentro de su ley; y 
un ·acto consentido no rpuedle fundar ningún derecho en el orden jurídico. 

El último argumento substancia~ contra la jurisprudencia de la Sala. 
se hace consistir en que, al exigirse que se agoten los recursos admirustra-

-25-

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



tivos o contenciosos que las leyes comunes conceden contra los ;actos ad­
minitrativos, se condena al quejoso a tener que pasar por el cumplimiento 
de requisitos anticonstitucionales previos para Ja admisión o procedencia 
de dichos recursos, y a la conculcación efectiva, en taJ concepto, de sus 
garantías individuales; argumento que, además dJe rio serlo contra la juris­
pruldencia, acusa incomprensión del fenómeno jurídico en que ·se apoya~ 
oomo ya demostramos en otro caJpítulo. La cuestión jurídica se resollvería 
por un amparo contra los actos que denegasen la admisión ·de tales recursos 
por no observarse los requisitos prev·ios que se tildan de anticonstitucionales. 
a fin de que en el juicio constitucional se examinase si lo son o no, y el 
obstáculo anticonstitucional quedase removido. 

El argumento que se pretende sacar de otro que el señor licenciado 
Val1arta formu~ó en su tiempo contra la tesis, hoy constitucional, de que 
el amparo civ;il y penal sólo procede contra actos definitivos, y que podria 
traducirse, circunscribiéndolo al caso , en que "si sólo se da el amparo 
contra actos definitivos, una autoridad administrativa \l)Odría mandar azo­
tar, dar torm~mto, negar la defensa, etc., con violación d~ las garantías in­
dividuales, sin que al ofendido competiese el recurso constitucional", carece 
de realidad jurídica; aun en materia judiciall, el tiempo transcurrido se ha 
encargado de demostrar su inexactitud, para que pudiera invocarse como 
argumento efectivo contra la teoría homóloga. del amparo en materia ad­
ministrativa. Por lo demás, en Derecho Administrativo no hay ley que 
autorice tales actos; de ocurri·r, por tanto, ·se producirían fuera de estatuto 
legal, y, jurídicamente, carecerían de recurso, pues los recursos se dan 
dentro y no fuera de procedimiento , por lo que serían definitivos. Pero 
sUJponiendo el absurdo de que lo tuviesen, es bien sabido que, en Dei'IOOho, el 
efecto jurídico de 'la interposición del recurso contra actos de la naturaJleza 
de los que examinamos, sería Ja sug¡pensión de su ejecución mientras el re­
curso se tramitara ; de lo contrario, jurídicamente, no habría recurso, por 
tratarse de actos cuya ejecución sería de imposible reparación, y, por ·tanto, 
dejaría 'el recurso sin materia; por cuya razón, atenta la naturaJleza de tales 
actos, si, existiendo recurso, su interposición no produjese el efecto de sus­
penderlos, serían j urídlicamente definitivos, y la procedencia del amparo 
sería ind~·scutible. 

También se acusa a la teoría de la Sala de contradicción y retroaJCtivi­
doo ; haciéndose consistir 'la pri-mera en que, si bien la Corte ha establecido 
que el amparo es i:mprocedente contra actos que tengan un remedio legal 
común, no ha estimaido ·que, cuando ese remedio sea un juicio ordinario fe­
deral, en el que conforme al alrlículo 598 del Código Federal de Proce­
dimientos Civiles deben decidirse todas las controversias que no tengan se­
ñalada una tramitación especial , tal remedio deba agotarse antes de pro­
moverse el amparo. Este aserto es inexacto. Son de ello testim'Onio los 
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düs mil y .tantos ·amparos agrarios en que la Swla :aen.tó su tesi·s, remitiendo 
a lós quejosos. a!l juicio a que se refiere el artículo 10 de la Ley de 6 de enero 
de 1915, juicio que, por no tener señalada tramitación especial, tiene que 
ser el ordinario a .que se refiere el artículo 589 del Código Federal de Pro. 
cedimientos Civ.iles. Pero 'Sl:ilponiendo que fuese e~acto, ello no sería un 
caso de contradicción, sino de inconsecuencia, para que de él pudiera infe­
rirse racionalmente "que las raoones de diversos órdenes que re oponen a 
la jurisprudencia de la Corte ·son tan poderosas, que no ha podido impedir 
a la misma incurrir en contradicción"; por lo demás, tal inconsecuerreia no 
impliearía lógicamente que la teoría no fuese verdadera. La retroactivi­
dad de que se le acusa, no ·se predsa; pero tampoco la hay; la habría, si 
sobre los casos ya resueltos por .la Corte volviese y los dirimies'e nuevaJmente. 
La retroactAividad no obra, ju:rídiea:mente, con los c·a:sos aun no ·resueltos, 
-tCOmO es elemental en Derecho , en los que no hay d'eTechos ooquiridos, 
sino meras ex;pectativas. 

Ta:mpooco es e~to el razonamiento que se basa en que, si ~a r(lgla. II 
del 107 constitudonal, ·al señ·alar ,Jos casos en que el amparo procede 
contra ootos judicialse (s•entencias definitivas), hace salvedad expresa de 
los casos de la fracción IX no sentencias), "es ·que, en •buena Jó,gica, el le. 
gisladlor no qui•so someter éstos a los requisitos de la regla II", es decir, 
que respecto de ellos no instituyó ya la definitivida:d; pues la salvedad obede­
ce a ·que !los casos judiciales de la regla IX no son sentencias judiciales; y, 
por tanto, si la regla general (fracción 11) es que el amparo judicial sólo 
procede contra sen:benci·a:s definitivas, lógica es la salvedad que hace el 
legislador de los casos de la regla IX, respecto de los que también admite 
eí ámparo, no obstante que, siendo actos judiciales, no son sentencias de­
finitivas; pero no porque tales actos no fuesen definitivos ; pues hasta cuan­
do se refiere a actos en el juroio, diversos de las sentencias, estatuye la. defi­
ni:tividad, al prevenir que siempre que se trate de actos cuya ejecución sea 
de imposible reparación en el proced~miento. 

La demostración de la exactitud jurídica de la teoría de ~·a Sa.la es fácil 
de encontrarse, si •se estudia desapasionadamente la evolución y estructura 
comtitucional del juicio de garantías, no con ánimo de justificar disidencias, 
sino de depurar la ver.dad. El mismo trabajo del licenciado García propor­
ciona numerosos axgurnentos en favor de dicha teoría. La brevedad de un 
artículo de periódico nos impid~e demostrarlo cumplidamente; pero la cita 
que h<ace de un párrafo del discurso del señor licenciado Macías en el Cons­
tituyente, por ejemplo, funda suficientemente la necesidad y constitucio­
naHdad de dicha teoría; pues si la reforma constitucional del ·amparo, como 
se a·sienta en dicha cita, obedeció a que el a1buso que ·de él se hacía en ma­
teria júidticial había prácticamente pru:-alizado la acción de la justicia co­
miÚn, tal es ,tam:bién actualmente el easo de ~a función admini·strativa; y si 
el remedio constitucional ·que se encontró fué el de que el amparo .sólo proce-
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diese contra actos definitivos, dejándose 1ibr6 juego a los estatutos legales · 
comunes, nada se e>Jl()ne a .que tal criterio, que informa el espíritu de la. re­
formla con.stirtucional, rija todo el si:stema:, y, por tanto, tarrubién en am­
paros adntinistrativos. La cita que se kace del señor liceooiado Lozano, 
también sirve a la tesis; ¡pues estatuye que contra el acto de autoridad que 
viole una garantía indivi:du'Bil tiene •el ofendido, "además de los recursos or­
dilUI.rios que las leyes sumiRistren para la guarda de la incolumridad de todos 
Jos derechos que acuerden, el del amparo"; y la jurisprudencia de la Sala 
no dice más ,que eso, y establece, ·por razón de orden lógico y jurídico .que, 
cuando a;quéllos existan, deben agotarse previamente; puesto 'que siendo el 
amparo un recurso de Derecho Público, instituído para fines políticos de 
mantenimiento del orden legal, por su misma naturaleza tiene el carácter de 
erlraordinario, y ·sería absul'do usarlo como común, perturbando el orden de 
dQroecho que justamente debe mantener. . 

Por último, el rpropio opositor, admite la bondad jurídica de la tesis 
que com'bate, y aun :la conveniencia de su adopción para regularizar el fun­
cionamiento del juicio de garantías, (véanse algunas de sus conclusiones y 
diversos párrafos de su estudio) ; y sólo difiere del criterio de la Corte en 
que, para que ~a jurisprudencia sea legal, requiere una reforma constitu­
cional; como si la función esencial de la jurisprudencia no fuera la de me­
jorar, corregir y rectificar las ley,es, llenar sus inevitables lagunas y uni­
ficar su sistema, dentro de un criterio racional y jurídico; y la histori,a del 
juicio 'd'e garantías no ·demostrase que han sido las doctrinas de la Corte 
las •que en todo tiempo han definido, reglamentado y depurado este juicio, 
fijado su e•srtructura jurídica, y determinado su función dentro de nuestro 
rég.imen político. 

Por lo demás, ¿qué se opone a que tal doctrina se aplique a los amparos 
administrativos, si técnica y científicamente se trata del m1smo juicio cons­
titucional? ¿Qué princi¡pio, Ley o regla de Derecho viola no .constando que al 
adoptarse :p31ra e'Stimar la procedencia de amparos judiciales se hubiese 
hecho por vía de excepción, ni habiendo prohibición de Derecho PüJb1ico para 
su adopción en amparos administrativos, existiendo, rpor el contrario, ia 
misma razón constitucional para su aplicabilidad al caso? Nada; ni la ló­
gica, ni 1a razón, ni ·la l'8y, ni el Derecho, ni la unidad de criterio jurídico 
que ~l sistema reclama; sólo la rutina profesional que obliga, :por falta de 
pensamiento, y 'sobra de es:piritu de rebaño, a fosilizarse en el pa.sado, sin 
importar el espíritu de renovación que anima al mundo, y, sin el cual, las 
más altas instituciones humanas perecerían por asfixia moral. 
• México, D. F. Junio. MXMXXXI . 

• r .. ~ . -
ARTURO QISNEROS CANTO. 
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